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""“La Mtra. Elsa Maria del

ar Flores Velazquez, Secretaria de Acuerdo
v Tramite, del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, con
residencia en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza; hago constar Yy
certifico que, en términos de lo previsto en los articulos 27, fraccion IX,
58, 68 y 75, fraccion lil, de la Ley de Acceso a la Informacion y Proteccion
de Datos Personales del Estado de Coahuila de Zaragoza, en esta
version publica se suprime la informacién considerada como reservada o
confidencial que encuadra en el ordenamiento mencionado y en las
disposiciones aplicables”.

“Asimismo, este documento fue cotejado previamente con su original por
el servidor publico\que elabora |a presente version publica”

N

e /) 9
NMtra. Elsa Maria del Pilar flores Velazquez
Sercretaria de Acuerdo y Tramite
del Consejo de la Judicatura del Estado.





ACUERDO EMITIDO POR EL CONSEJO DE LA JUDICATURA DEL ESTADO, EN SESIÓN CELEBRADA EL ********** DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTE, MEDIANTE EL CUAL SE DICTA RESOLUCIÓN DEFINITIVA EN LOS AUTOS DEL PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA INSTRUIDO EN CONTRA DE LA LICENCIADA **********, EN SU ACTUAR COMO ********** DEL DISTRITO JUDICIAL DE TORREÓN.

26
Expediente Administrativo Disciplinario 

                                                                                              Número A-13/2019

Analizadas las constancias que integran el expediente administrativo disciplinario número A-**********; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO. En sesión celebrada el 30 de agosto de 2019, este Consejo de la Judicatura determinó iniciar procedimiento de responsabilidad administrativa en contra de la licenciada **********, ********** adscrita ********** del Distrito Judicial de Torreón, con base a la denuncia planteada por la licenciada **********, entonces Jueza del Juzgado ********** de Primera Instancia en Materia ********** del Distrito Judicial de **********; asimismo, en dicho proveído, en términos de lo dispuesto en el artículo 206, fracción III, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, se ordenó requerir informe administrativo a la servidora pública, el cual fue notificado el 21 de noviembre de 2019.
SEGUNDO. Mediante acuerdo emitido el 29 de noviembre de 2019, se recibió el informe administrativo de la funcionaria pública y se fijó fecha para el desahogo de la audiencia de pruebas y alegatos, la cual no se puedo tener verificativo con motivo de la pandemia, por lo cual una vez reanudadas las labores,  en proveído del 19 de mayo de 2020, se señaló fecha y hora para la celebración de la audiencia de pruebas y alegatos a que se refiere el artículo 206, fracciones V y VI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado; respecto de la celebración de dicha audiencia, se notificó a la servidora judicial y a sus abogados defensores respectivamente el 15 y 6 de julio de la presente anualidad.
TERCERO. El 14 de agosto de 2020 se llevó a cabo la audiencia de pruebas y alegatos, en la que no se contó con la asistencia de la servidora pública judicial, no obstante de estar debidamente notificada; en tal diligencia se hizo constar la asistencia de los defensores de la funcionaria judicial, quienes tuvieron a bien, exhibir por escrito los alegatos correspondientes a la servidora judicial; una vez agotada dicha audiencia, el Magistrado **********, por ausencia temporal del Magistrado Presidente, **********, según lo prevé el artículo 56, cuarto párrafo, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, quien la dirigió, ordenó turnar el expediente a la Comisión de Vigilancia y Disciplina para que formulara el proyecto de resolución definitiva correspondiente y lo presentara al Consejo de la Judicatura para resolver lo conducente, por lo que en esta sesión se procede a emitir tal resolución, conforme a los siguientes:

C O N S I D E R A N D O S
PRIMERO. De acuerdo con el artículo 143, primer párrafo, de la Constitución Política del Estado, en relación con el numeral 199, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, este Consejo de la Judicatura, como órgano disciplinario, tiene competencia para conocer de las probables faltas administrativas atribuidas a los servidores públicos judiciales integrantes de los juzgados del Poder Judicial del Estado.

A su vez, el numeral 200 de la citada ley dispone que en contra del presunto autor de alguna de las faltas previstas en la sección segunda del capítulo denominado: De la Responsabilidad Administrativa, se proceda de oficio o en virtud de queja presentada por escrito o por comparecencia ante la autoridad que corresponda. Motivos por los que este órgano colegiado tiene facultad legal para proceder administrativamente en contra de un funcionario judicial, tratándose de queja presentada por instancia de parte inconforme, o bien mediante un análisis de oficio del asunto que se trate.
SEGUNDO. Conducta y problema jurídico. 
- Incumplimiento de los deberes y las funciones propias del cargo.

El presente procedimiento disciplinario se inició en contra de la ********** **********, adscrita a *** del Distrito Judicial de **********, ya que actuando dentro del expediente **********, promovido por **********. en contra de **********, ********** y **********, incumplió un deber propio del cargo, en virtud de que en diligencia actuarial concerniente al emplazamiento de **********, fue omisa en señalar la fecha en que tuvo lugar la diligencia, lo que propició que se decretara la nulidad de ésta, ya que la actuaria no la realizó en los términos previstos en los artículos 1393 y 1394 del Código de Comercio, en relación con lo establecido en los numerales 309 fracción I, 310, 311, 312 y 317 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al Código de Comercio, conforme lo prevé el artículo 1063 del Código de Comercio. 
Con base en el apuntado hecho, la licenciada **********, probablemente, incurrió en la falta prevista en el artículo 188, fracción XVIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, consistente en incumplir los deberes y funciones propios del cargo, previstos en ese y otros ordenamientos legales, tales como omitir asentar en la diligencia de emplazamiento  practicada a **********, la fecha y hora en la que tuvo lugar la mencionada actuación.
La falta indicada, de acuerdo con lo previsto en el numeral 198, fracción III, del ordenamiento orgánico en cita, es de carácter no grave, que ameritará apercibimiento o amonestación a criterio de la autoridad disciplinaria, conforme a los indicadores a que se refiere el artículo 196 de la citada ley orgánica.
Entendiéndose por apercibimiento la prevención verbal o escrita que se haga a la servidora pública, en el sentido de que de incurrir en nueva falta, se le aplicarán una o más de las sanciones previstas en el artículo 189 de la multicitada ley, según el caso, y por amonestación, la reprensión que se haga a la infractora, por la falta cometida.

Con base en lo antes expuesto, este órgano colegiado estima pertinente citar el significado del adjetivo ‘incumplimiento’, puesto que el mismo constituye un elemento normativo de la falta administrativa, y que de acuerdo con el Diccionario de la Real Academia Española, significa: ‘falta de cumplimiento’. Traducida la palabra ‘falta’ como: ‘quebrantamiento de una obligación.’
Ahora bien, para que este órgano colegiado disciplinario pueda fundar una decisión sobre la comisión de la falta administrativa antes señalada, es necesario analizar los medios de prueba o elementos de convicción que se hubiesen aportado en forma regular y oportuna al procedimiento disciplinario, de ahí que se cuenta con los medios de prueba siguientes: 
1. Oficio 260/2019, singado por la licenciada **********, entonces ********** Primera de Primera Instancia en Materia ********** del Distrito Judicial de **********, mediante el cual comunicó a esta autoridad el auto dictado por ésta el 23 de enero de 2019. Proveído que para mayor contexto se inserta a continuación de manera digital:
**********
Del citado medio de prueba, con fundamento en los artículos 174 y 200 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, se advierte que se procedió de oficio contra la presunta autora de la falta administrativa y responsabilidad administrativa que se analiza en el presente proveído, toda vez que fue remitido el documento que a continuación se señala.
2. Copia certificada por el Secretario de Acuerdo y Trámite del Juzgado Primero de Primera Instancia en Materia Mercantil del Distrito Judicial de Torreón constante en 7 fojas, que contienen lo siguiente: 
a) Boleta 1M 01669 relativa al expediente 769/2018.
b) Cédula de notificación folio 12208EMP.
c) Actuación judicial signada por la licenciada **********, ********** adscrita a la ********** del Distrito Judicial de ********** en la que se practicó la diligencia de requerimiento de pago y emplazamiento a la codemandada **********.

d) Escrito singado por el licenciado **********, en el que solicita se decrete la rebeldía a los codemandados del expediente 769/2018.
e) Acuerdo del 23 de enero de 2019 dictado por la licenciada denunciante, **********, entonces ********** del Juzgado Primero de Primera Instancia en Materia ********** del Distrito Judicial de **********.
Medios de prueba a los que se les confiere valor probatorio pleno, en virtud de haber sido expedida la copia certificada por funcionarios públicos en ejercicio de sus funciones, en los términos de lo dispuesto en el artículo 436 en relación con el 415 y 416, todos del Código de Procedimientos Penales del Estado, supletorio en materia disciplinaria
4. Informe administrativo que rindió la servidora pública señalada como responsable, el  27 de noviembre de 2019, textualmente expuso que:

**********
 Lo que informó la actuaria, al no constituir una confesión, se apreciará con las reglas de valoración para el testimonio, tanto en lo que le beneficie, como en lo que le perjudique, según lo prevé el artículo 339 del Código de Procedimientos Penales del Estado, de aplicación supletoria en materia administrativa, según lo prevé el numeral 206, último párrafo, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado. En el referido informe, en lo que interesa la funcionaria judicial señaló lo siguiente:
[...] PRIMERO. Que con el inicio del presente procedimiento se trasgrede en mi perjuicio el principio que rige en materia penal que refiere a que NADIE PUEDE SER JUZGADO DOS VECES POR LA MISMA CONDUCTA[...]
[...]Así es, como pudo haber valorar  esta autoridad (sic), la licenciada **********, quien fungía como ********** del Juzgado Primero de Primera Instancia en Materia **********, del Distrito Judicial de **********, al momento de ordenar el oficio al Consejo de la Judicatura que hoy motivo la iniciación (sic) de este procedimiento, lo cual realizó mediante acuerdo del veintitrés de enero de dos mil diecinueve, me sancionó por la misma conducta que hoy se me imputa, imponiéndome un SEVERO EXTRAÑAMIENTO, sanción que se encuentra prevista en el artículo 189 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, por lo que esta autoridad no puede bajo ninguna circunstancia, volver a juzgarme e imponerme una nueva sanción por los motivos hechos, de ahí que deberá declararse improcedente el presente procedimiento disciplinario por posibilidad de duplicar sanciones[...]
[...]porque no constituye una falta administrativa como tal pues no incumplí con el deber propio del cargo, porque la diligencia si se realizó conforme a derecho y está si existió (sic) omisión en la misma respecto de un dato no constituye un incumplimiento[...]
[...]SEGUNDO...Es menester señalar que en el caso particular no se incumplió con lo dispuesto por el artículo 188 fracción XVIII de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, porque no se incumplió con ningún deber propio de mi encargo
En efecto, mi deber como actuario, según se señala en el artículo 53 de la Ley Orgánica es: 
I.- Recibir de los secretarios de acuerdos los expedientes de notificación personal, o de diligencias que deban efectuarse fuera de la oficina, firmando los conocimientos respectivos;
II.- Hacer la notificación personal y practicar las diligencias decretadas, dentro de las horas hábiles del día, levantando el acta correspondiente en el lugar en que se efectúen y devolviendo el expediente al Secretario, previas las anotaciones correspondientes en el libro respectivo; y 

III.- Las demás que la ley o sus superiores les encomienden.

De lo dispuesto en el precepto legal antes mencionado no señala nada respecto a que la omisión de un dato en el acta de emplazamiento constituya el incumplimiento a un deber propio del encargo porque las obligaciones antes mencionadas no alcanza para realizar la interpretación extensiva que hizo ese órgano de vigilancia.[...]
[...]Por último destaco que si bien es cierto que existe (sic) la omisión de un dato en el acta, por el hecho de haberse entendido en forma personal y directa la diligencia de emplazamiento con la demandada, carece de trascendencia de que en el acta se dejó de asentar el día en que se practicó porque en la cédula si existe ese dato de la cual se dejó al propio demandado, dado que lo fundamental radica en que se le respetó su garantía de audiencia prevista en el artículo 14 al habérsele hecho en forma directa y personal el llamamiento a juicio. [...]
De tal suerte que, una vez valorados los medios de prueba descritos en las líneas precedentes, de conformidad con el artículo 436 del Código de Procedimientos Penales del Estado, de aplicación supletoria en materia administrativa, este órgano colegiado disciplinario determina que las probanzas de cargo ofrecidos por la juzgadora denunciante,  por ser documentos públicos emanados por autoridades en ejercicio de sus funciones y además no se advierte que los mismos fueren tachados de falsos, en su conjunto hacen prueba plena de que la actuaria ********** incumplió con los deberes y funciones propios de su cargo, que desvirtúan el informe rendido por la funcionaria.
Lo anterior es así, ya que dicha conducta omisiva como ya se apuntó en las líneas que preceden, consistió en que la actuaria ********** al practicar la diligencia concerniente al emplazamiento de **********, codemandada dentro de los autos del expediente 769/2018 promovido en su contra por **********, no señaló la fecha en la que tuvo lugar,  lo que propició que se decretara la nulidad de ésta, en virtud de que la actuaria no realizó en los términos previstos en los artículos 1393 y 1394 del Código de Comercio, en relación a lo establecido en los numerales 309 fracción I, 310, 311, 312 y 317 del Código Federal de Procedimientos Civiles, supletorio al Código de Comercio, conforme lo prevé el artículo 1063 del ordenamiento legal primeramente invocado.
Para mayor contexto de lo expuesto anteriormente se digitaliza la diligencia actuarial antes citada:
**********
Del contenido de la diligencia antes insertada, se desprende que ésta, en su inicio carece de fecha en la que tuvo lugar la notificación concerniente al emplazamiento que la actuaria ********** pretendió practicar a **********. 

La anterior actuación, se agregó al expediente y como consecuencia de su práctica, la parte actora en el juicio origen del presente procedimiento, solicitó ante el órgano jurisdiccional, la rebeldía de los codemandados.
Sin embargo, la entonces titular del Juzgado ********** de Primera Instancia en Materia **********, en uso de sus facultades, procedió a realizar una revisión exhaustiva del emplazamiento practicado a la codemandada ya citada en las líneas que preceden.
Pues como se puede advertir del contenido del acuerdo dictado por ésta el 23 de enero del año próximo pasado, la juzgadora con fundamento en los artículos 1393 y 1394 del Código de Comercio, 309 fracción I, 310, 311, 312 y 317 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al Código de Comercio de acuerdo al numeral 1063 del primer ordenamiento legal invocado, además en apoyo al criterio jurisprudencial ubicable bajo el registro digital 240531, la cual indica que el emplazamiento es de orden público y su estudio es de oficio, procedió a nulificar de oficio la diligencia mencionada en el párrafo antecedente.

Se inserta a continuación el acuerdo referido con antelación:

**********
Los dispositivos normativos en los que la juzgadora fundamentó su resolución, preceptúan lo siguiente:

Código de Comercio.

Artículo 1393. No encontrándose el demandado a la primera busca en el inmueble señalado por el actor, pero cerciorado de ser el domicilio de aquél, se le dejará citatorio fijándole hora hábil, dentro de un lapso comprendido entre las seis y las setenta y dos horas posteriores, y si no aguarda, se practicará la diligencia de embargo con los parientes, empleados o domésticos del interesado, o cualquier otra persona que viva en el domicilio señalado, siguiéndose las reglas del Código Federal de Procedimientos Civiles, respecto de los embargos. Una vez que el actuario o ejecutor se cerciore de que en el domicilio sí habita la persona buscada y después de la habilitación de días y horas inhábiles, de persistir la negativa de abrir o de atender la diligencia, el actuario dará fe para que el Juez ordene dicha diligencia por medio de edictos sin girar oficios para la localización del domicilio.
Artículo 1394. La diligencia de embargo se iniciará con el requerimiento de pago al demandado, su representante o la persona con la que se entienda, de las indicadas en el artículo anterior; de no hacerse el pago, se requerirá al demandado, su representante o la persona con quien se entiende la diligencia, para que señale bienes suficientes para garantizar las prestaciones reclamadas, apercibiéndolo que de no hacerlo, el derecho para señalar bienes pasará al actor. A continuación, se emplazará al demandado. En todos los casos se le entregará a dicho demandado cédula en la que se contengan la orden de embargo decretada en su contra, dejándole copia de la diligencia practicada, corriéndole traslado con la copia de demanda, de los documentos base de la acción y demás que se ordenan por el artículo 1061. La diligencia de embargo no se suspenderá por ningún motivo, sino que se llevará adelante hasta su conclusión, dejando al demandado sus derechos a salvo para que los haga valer como le convenga durante el juicio. En todos los casos, practicada la diligencia de ejecución decretada, el ejecutor entregará también al ejecutante copia del acta que se levante o constancia firmada por él, en que conste los bienes que hayan sido embargados y el nombre, apellidos y domicilio del depositario designado. La copia o constancia que se entregue al ejecutante podrá servir para el caso de haberse embargado bienes inmuebles, para que la misma se presente al Registro Público de la Propiedad, o del Comercio, dentro de los tres días siguientes, para su inscripción preventiva, la cual tendrá los mismos efectos que se señalan para los avisos de los notarios en los términos de la parte final del artículo 3016 del Código Civil, y el juez, dentro de un término máximo de cinco días, deberá poner a disposición del interesado el oficio respectivo junto con copia certificada de la diligencia de embargo para su inscripción. El juez, en ningún caso, suspenderá su jurisdicción para dejar de resolver todo lo concerniente al embargo, su inscripción en el Registro Público que corresponda, desembargo, rendición de cuentas por el depositario respecto de los gastos de administración y de las demás medidas urgentes, provisionales o no, relativas a los actos anteriores.
Código Federal de Procedimientos Civiles.

Artículo 309. Las notificaciones serán personales:

 I.- Para emplazar a juicio al demandado, y en todo caso en que se trate de la primera notificación en el negocio;

Artículo 310. Las notificaciones personales se harán al interesado o a su representante o procurador, en la casa designada, dejándole copia íntegra, autorizada, de la resolución que se notifica. Al Procurador de la República y a los agentes del Ministerio Público Federal, en sus respectivos casos, las notificaciones personales les serán hechas a ellos o a quienes los substituyan en el ejercicio de sus funciones, en los términos de la ley orgánica de la institución. Si se tratare de la notificación de la demanda, y a la primera busca no se encontrare a quien deba ser notificado, se le dejará citatorio para que espere, en la casa designada, a hora fija del día siguiente, y, si no espera, se le notificará por instructivo, entregando las copias respectivas al hacer la notificación o dejar el mismo.

Artículo 311. Para hacer una notificación personal, y salvo el caso previsto en el artículo 307, se cerciorará el notificador, por cualquier medio, de que la persona que deba ser notificada vive en la casa designada, y, después de ello, practicará la diligencia, de todo lo cual asentará razón en autos. En caso de no poder cerciorarse el notificador, de que vive, en la casa designada, la persona que debe ser notificada, se abstendrá de practicar la notificación, y lo hará constar para dar cuenta al tribunal, sin perjuicio de que pueda proceder en los términos del artículo 313.

Artículo 312. Si, en la casa, se negare el interesado o la persona con quien se entienda la notificación, a recibir ésta, la hará el notificador por medio de instructivo que fijará en la puerta de la misma, y asentará razón de tal circunstancia. En igual forma se procederá si no ocurrieren al llamado del notificador.
Artículo 317. Deben firmar las notificaciones la persona que las hace y aquellas a quien se hacen. Si ésta no supiere o no quisiere firmar, lo hará el notificador, haciendo constar esta circunstancia. A toda persona se le dará copia simple de la resolución que se le notifique, sin necesidad de acuerdo judicial. Las copias que no recojan las partes, se guardarán en la secretaría, mientras esté pendiente el negocio.
Los numerales antes transcritos, regulan por lo que hace al Código de Comercio, la forma en la que deberá de practicarse la diligencia de requerimiento de pago, embargo y emplazamiento en el juicio ejecutivo mercantil y por lo que hace al Código Federal de Procedimientos Civiles, se abona en lo concerniente a los requisitos y los supuestos que regulan las notificaciones personales y la figura del emplazamiento.
En este contexto, como señaló la juzgadora en el proveído en cita, la diligencia de emplazamiento es de vital importancia en el procedimiento de que se trate, ya que es precisamente por su conducto que el juzgador establece la relación jurídico procesal que vincula a las partes durante el juicio y otorga a la demandada la oportunidad de comparecer a contestar la demanda en su contra.
Por ende, si la misma carece de los formalismos exigidos por la legislación respectiva, la consecuencia lógica jurídica que procede ante tal omisión, es declarar su nulidad.

Además, no pasa desapercibido para quienes esto resuelven, lo dispuesto en su parte conducente por el artículo 1068 bis, del Código de Comercio:
[...]El emplazamiento se entenderá con el interesado, su representante, mandatario o procurador, entregando cédula en la que se hará constar la fecha y la hora en que se entregue; la clase de procedimiento, el nombre y apellidos de las partes, en su caso la denominación o razón social, el juez o tribunal que manda practicar la diligencia; transcripción de la determinación que se manda notificar y el nombre y apellidos de la persona a quien se entrega, levantándose acta de la diligencia, a la que se agregará copia de la cédula entregada en la que se procurará recabar la firma de aquel con quien se hubiera entendido la actuación. [...]
Como se puede advertir del precepto normativo antes invocado, una vez practicada la diligencia de emplazamiento se entregará a la persona con la que se atendió la diligencia (ya sea el interesado, representante, mandatario, etc.), una cédula de notificación que deberá de contener entre otros requisitos para su validez, la fecha y la hora en que se entregue.

 De tal manera que, como se puede advertir de la copia certificada de  la diligencia, -la cual ya obra inserta en el cuerpo del presente proveído, en la que se pretendió emplazar a **********, codemandada dentro de los autos del expediente 769/2018 relativo a un juicio ejecutivo mercantil, del índice del Juzgado ********** de Primera Instancia en Materia ********** del Distrito Judicial de **********, si bien la cédula que le fue entregada   a la referida codemandada, si contiene fecha de entrega, sin embargo, como ya se dijo el acta que levantó la actuaria y que menciona el numeral en estudio, carece del requisito legal impuesto por la legislación mercantil consistente en señalar fecha y hora en la que tuvo lugar la diligencia de emplazamiento (artículo 1068 bis del Código de Comercio), ya que el acta es una consecuencia lógica de la entrega de la cédula de notificación y por lo tanto debe contener los mismos requisitos.

Consecuentemente, al gozar dicho medio de convicción con valor probatorio pleno, se demuestra que es evidente que la funcionaria ejecutora, incurrió en el incumplimiento de un precepto legal claro y terminante que le impone la carga de asentar en la cédula que entrega a la persona con la que atendió la diligencia y el acta que se levante para dar fe de lo acontecido en la notificación, la fecha y hora en la que se llevó a cabo dicha actuación.
Con la nulidad la diligencia actuarial antes mencionada, se impidió la impartición de una justicia pronta, expedita y de calidad, pues al proceder la licenciada **********, entonces jueza del Juzgado ********** de Primera Instancia en Materia **********, a nulificar el emplazamiento, y por ende al regularizar el procedimiento de origen, ordenando de nueva cuenta la práctica de la diligencia de emplazamiento a **********, se retardó el buen desarrollo del procedimiento.
De tal manera que la diligencia de requerimiento de pago, embargo y emplazamiento practicada a la diversa codemandada, si bien es cierto, en la cédula que le fue entregada a ésta, aparece como fecha de entrega el 20 de noviembre de 2018, y como ya se apuntó en las líneas que anteceden también lo es que el acta que la actuaria levantó para dar fe ante el juzgador de la diligencia practicada es consecuencia lógica de la entrega de la cédula de notificación, y la cual carece de fecha, un formalismo sin el cual la actuación no tiene validez, amén de que como se ya se mencionó,  el artículo 1068 bis impone al actuario levantar acta de lo acontecido en la notificación.
Pues, resulta importante destacar que, como establece el Código Procesal Civil, legislación supletoria en materia mercantil de acuerdo al numeral 1063 del Código de Comercio que señala la orden de prelación de las legislaciones a tomar en cuenta en cuanto a suplencia, en el capítulo de formas comunes de los actos procesales, en la sección primera de regla general, se encuentra estipulado el numeral 153, mismo que indica lo siguiente:

La fecha está constituida por la indicación del lugar, día, mes y año en que el acto se realiza. La indicación de la hora será necesaria sólo cuando sirva para establecer la observancia de un plazo. La cantidad se expresa en base a la unidad aritmética a la que se refiere. Las fechas y cantidades, se escribirán con número y letra.

Por lo tanto, si se encuentra regulada la forma en la que se constituye la fecha, es evidente que las actuaciones judiciales deben contener la misma, indicando el día, mes y el año.
En este orden de ideas, resulta preciso mencionar que, no obstante que en el acuerdo de inicio no se hayan mencionado los dispositivos normativos estudiados con anterioridad, no significa que con ello se haya variado el hecho atribuido a la funcionaria pública, pues los mismos sirven de base para robustecer en el sentido de comprobar la falta administrativa cometida por ésta.
Es menester indicar que, los actuarios judiciales, son aquellos servidores públicos, que, ante la imposibilidad del juzgador de ejecutar las resoluciones emanadas por él cuentan con fe pública y, por ende, las actuaciones celebradas por dicho funcionario hacen prueba plena, es por ello que, el juzgador debe contar con herramientas con las cuales pueda tener certeza que lo acontecido realmente sucedió como se asentó en las diligencias, por lo tanto, las diligencias actuariales deben realizarse bajo la más ampllia responsbilidad y esmero.
Sirve de apoyo, por analogía, el siguiente criterio jurisprudencial, emanado por los Tribunales Colegiados de Circuito:

NOTIFICACION. VALOR PROBATORIO DE LAS RAZONES DE LOS ACTUARIOS.  Las razones de notificación realizadas por los secretarios actuarios, que gozan de fe pública, tienen pleno valor probatorio respecto de los hechos que en ellas se consignan, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 403 en relación con la fracción VIII del 327, ambos del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, a menos que el contenido de las mismas sea desvirtuado por prueba en contrario.

Asimismo, en cuanto a la ilegalidad del emplazamiento la Primera Sala de la Suprema Corte de Justica de la Nación, emitió el siguiente criterio jurisprudencial, que sirve de apoyo para los razonamientos expuestos con antelación.

EMPLAZAMIENTO. RESULTA ILEGAL CUANDO SE OMITEN LOS REQUISITOS Y FORMALIDADES PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 112 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE JALISCO. Este Supremo Tribunal reconoce vital importancia a esta diligencia procesal dado que, por su conducto, el juzgador establece la relación jurídica procesal que vincula a las partes durante el juicio y se otorga al reo la oportunidad de comparecer a contestar la demanda instaurada en su contra, a fin de dilucidar sus derechos, por consiguiente, la estricta observancia de la normatividad procesal que le resulte aplicable, garantiza al demandado el cumplimiento de las garantías formales de audiencia y de legalidad consagradas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, evitando así, que se le pueda causar el consecuente estado de indefensión. Lo anterior significa que durante su desahogo el funcionario judicial autorizado no sólo debe cumplir estrictamente con los requisitos y formalidades previstos en el artículo 112 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, sino también, que deben hacerse del conocimiento de la persona con quien se entendió dicha diligencia (por ausencia del demandado en la segunda búsqueda, no obstante haberse dejado citatorio para que esperara); luego entonces, para la validez de esta actuación procedimental, no basta que exista constancia en autos de que se hizo entrega de dicha cédula, y que con ello se estime que existe presunción legal de que fueron cumplidos todos y cada uno de estos requisitos, puesto que del análisis literal y sistematizado de lo dispuesto en los artículos 54, 63, 65, 76, 106, 279 y demás aplicables de este mismo ordenamiento procesal, se desprende que el legislador ordinario se pronunció porque de toda actuación procesal desahogada se dejara constancia en el expediente por el funcionario encargado, sin que ello signifique hacer nugatoria la fe judicial de que éste se encuentra investido o se agreguen nuevos requisitos no contemplados en la ley de la materia, pues en la especie, no se pone en entredicho la celebración de ese acto ni la entrega de la constancia aludida, sino que hubiesen sido cumplidas tales exigencias y se hayan hecho del conocimiento de ese tercero; con mayor razón, cuando ese oficial notificador omitió agregar copia del acta levantada en autos, pues de lo que se trata, es de tener certeza jurídica de que ese acto procesal se llevó a cabo en los términos previstos por la ley; de ahí que sea comprensible que se exija para su debida validez, cuando menos, que sea asentada esa razón en autos, por lo que el emplazamiento realizado contraviniendo estas reglas procesales, es ilegal. 

En vista de la conducta antes descrita, resulta evidente que la actuaria omitió cumplir con los deberes y funciones propios del cargo, como lo establece el artículo 188, fracción XVIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, entonces, los miembros del Consejo de la Judicatura determinan que ha quedado plenamente demostrado que la licenciada  **********  incurrió en la falta prevista en el mencionado artículo, la cual es considerada como falta no grave, que amerita apercibimiento o amonestación a criterio de la autoridad disciplinaria, conforme a los indicadores a que se refiere el artículo 196 de la citada ley orgánica. Entendiéndose por apercibimiento la prevención verbal o escrita que se haga a la servidora pública, en el sentido de que de incurrir en nueva falta, se le aplicarán una o más de las sanciones previstas en el artículo 189 de la multicitada ley, según el caso, y por amonestación, la reprensión que se haga a la infractora, por la falta cometida.
CUARTO. Argumentos defensivos de la servidora pública. Para la acreditación plena de la falta administrativa señalada en el considerando que antecede, no constituye un obstáculo los argumentos defensivos vertidos en el informe administrativo rendido por la actuaria **********, del 22 de noviembre de 2020, en el cual en esencia manifestó que como previamente la juzgadora la había sancionado en auto del 23 de enero de 2019 con un severo extrañamiento para que realizará con mayor esmero las diligencias que le fueren encomendadas, este órgano disciplinario debía de declarar improcedente el procedimiento iniciado en su contra, porque no podía ser castigada dos veces por la misma conducta.
De igual manera señaló que, no incurrió en falta administrativa alguna, pues en la Ley Orgánica en el artículo 53 que establece las obligaciones de los actuarios, no está contenido el requisito por el cual se le pretende sancionar. Además manifestó que si bien es cierto, la diligencia origen del procedimiento que hoy se resuelve, si carece de la fecha, dicho requisito es intrascendente, ya que al practicar la diligencia de emplazamiento de manera personal con **********, no se violó la garantía de audiencia de la demandada y por ende la diligencia cumplió su cometido.
Ahora bien, si bien es cierto que como apuntó la funcionaria judicial responsable, nadie puede ser juzgado dos veces por la misma conducta, también lo es que de acuerdo al precepto legal 56 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el Consejo de la Judicatura del Estado, es el órgano del Poder Judicial del Estado, que tendrá como funciones la administración, vigilancia y disciplina de los órganos jurisdiccionales en los términos de esta ley.
Amén de que el artículo 173 último párrafo de la legislación invocada del Poder Judicial del Estado indica que:
Los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionadas serán autónomos en su desarrollo, sin que puedan imponer dos veces, por una sola conducta, sanciones de la misma naturaleza.
Asimismo, la legislación en comento en el numeral 199 fracción II, indica que la jurisdicción disciplinaria se ejercerá en única instancia por el Consejo de la Judicatura, cuando se trate de quejas en contra de los servidores públicos judiciales integrantes de las Salas del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, del Tribunal de Apelación Especializado en materia de Adolescentes, de los Tribunales Distritales y de los Juzgados del Poder Judicial.
De tal manera que, es a este órgano colegiado quién de manera autónoma en los ámbitos de su competencia disciplinaria está facultado para conocer de las faltas administrativas cometidas por los funcionarios judiciales de los órganos jurisdiccionales integrantes del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, por lo tanto es la autoridad que deberá estudiar la probable falta y en su  caso, sancionar de conformidad con lo dispuesto por la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza.
Pues el Consejo de la Judicatura del Estado, se ocupa de asegurar la obediencia, disciplina, comportamiento ético, moralidad y eficiencia de los servidores públicos suejos a su control, ello para asegurar el buen funcionamiento de la administración de justicia. 

Ya que el ejercicio de la potestad disciplinaria esta dirigido a satisfacer dos propósitos: uno, la garantía de codiciones mínimas para el ejercicio de la actividad oficial y el otro, el cumplimiento de los principios propios de la administración de justicia, la eficiencia, diligencia, celeridad y el debido proceso sin dilaciones injustificadas.

De igual manera, y como ya se apuntó en las líneas que anteceden, la titutularidad de la acción disciplinaria es ejecrcida de manera autonoma por este Consejo de la Judicatura, en atención a las características propias de la función judicial y a la necesidad de manetener la independencia judicial, por lo cual como titular de la jurisdicción disciplinaria le corresponde examinar y sancionar a los funcionariso juidiciales por la infracción de los deberes que les impone la ley. 

Además, robustece al anterior razonamiento, que el hecho de que a un funcionario se le hubieren realizado extrañamientos concernientes a la comisión de diversas conductas que son causa de responsabilidad administrativa en un procedimiento disciplinario, no quiere decir que se actualice el supuesto en el que el funcionario haya sido doblemente sancionado, pues el extrañamiento no constituye propiamente una sanción administrativa.
De tal manera que no es cierto lo aseverado por la quejosa, en el sentido de que se debe declarar improcedente la denuncia planteada en su contra, pues no había sido materia de estudio la falta administrativa cometida, hasta la presente resolución.

Apoya la anterior determinación, lo expuesto por el Consejo de la Judicatura Federal, en el siguiente criterio disciplinario.
REINCIDENCIA. NO SE ACTUALIZA EN EL CASO DE QUE EL FUNCIONARIO JUDICIAL HAYA RECIBIDO SIMPLES EXTRAÑAMIENTOS POR PARTE DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL. El hecho de que al funcionario judicial denunciado se le hayan formulado diversos extrañamientos por la comisión de conductas análogas, a aquella que constituyó causa de responsabilidad en un procedimiento disciplinario, no implica que se actualice el supuesto de reincidencia, cuando tales extrañamientos no constituyan sanciones derivadas de un procedimiento administrativo de responsabilidad.

Por otro lado en cuanto a lo manifestado por la actuaria en el sentido de que la diligencia de emplazamiento en la que se omitió señalar la fecha de su práctica, no constituye un incumplimiento en ningún deber propio de su encargo, pues dentro de sus obligaciones como actuaria tal requisito no se encuentra enlistado en el artículo 53 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por ende si no existió  el incumplimiento señalado, si previamente no se tipifica a la omisión de algún dato en el acta.
De ahí, que al no estar tipificada esa obligación, la funcionaria no incurrió en incumplimiento alguno, empero del artículo 53  de la Ley Orgánica, se desprende que, en su fracción III, estipupla las obligaciones de forma enunciativa y no limitativa, es decir, según sea el punto de que se trate, las características de algo que se menciona pueden ser compatibles con otras cosas que no se mencionan, se les puede dar el mismo valor a las mencionadas y a las no mencionadas. La fracción referida literalmente dispone:

III.- Las demás que la ley o sus superiores les encomienden.

Por lo tanto, tomando en cuenta lo antes señalado,  la funcionaria judicial de acuerdo al numeral 1068 Bis ya estudiado dentro del cuerpo del presente acuerdo, tenía la obligación de asentar en la cédula que se entrega, la fecha en la que se llevó a cabo la diligencia, así como levantar el acta respectiva, y, al ser ésta consecuencia lógicia jurídica de la mencionada cédula, por ende debe contener la misma fecha. Omisión que ya quedó acreditada en el cuerpo de este acuerdo. 
Robustece a lo anterior que el argumento defenisvo de la funcionaria judicial relativo a que no puede ser sacionada por una conducta que no estaba tipificada dentro de la Ley Orgánica del Poder Judicial, como ya se apuntó en el cuerpo de la presente resolución, no obstante que la obligación no estuviese regulada, no exime a la funcionaria de responsabilidad, pues dentro de la fracción antes transcrita se advierte que los actuarios tienen como obligaciones cualesquiera que la legislación le confiere o cualquiera que sus superiores le encomienden.
Abona también que, si bien es cierto el principio de tipicidad y que es aplicable en materia de responsabilidad administrativa de los servidores públicos, requiere que las conductas causantes en las leyes se encuentren descritas con conceptos claros, que permita determinar su alcance y significado, lo que brindaría  seguridad jurídica al servidor público sobre los actos u omisiones que tiene prohibido realizar en atención a las funciones que ejerce impide desde luego a la autoridad sancionadora caer en arbitrariedades.
También lo es que es innecesario que la conducta que se reprocha se encuentre detallada, en forma de catálogo, en una norma o bien en un ordenamiento legal, ya que el comportamiento negativo de los funcionarios judiciales también puede derivarse del incumplimiento de la funciones propias e inherentes del servicio encomendado, por lo cual, como ya se apunto si tanto en el derecho administrativo como el penal, se rige entre otros por aquellos principios de exacta aplicación de la ley y de tipicidad, tal situación no se traduce a que la inexistencia de un artículo que no regule de manera específica cuales son todas las actividades que les correspondan a los servidores judiciales y en qué caso de incumplirlas incurren en responsabilidad administrativa, sea suficiente razón para estimar que la falta no se actualiza.

Pues es dable mencionar que muchas de las funciones o comportamientos se encuentran implícitos en el cargo que desarrollan.


Además, no puede pasar desapercibido para quienes este órgano colegiado conforman que, la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila indica en el ya citado artículo 53 en su fracción II, la siguientes obligaciones que deben observar los actuarios:

[...] II.- Hacer la notificación personal y practicar las diligencias decretadas, dentro de las horas hábiles del día, levantando el acta correspondiente en el lugar en que se efectúen y devolviendo el expediente al Secretario, previas las anotaciones correspondientes en el libro respectivo [...]

De tal manera que lo citado complementa lo ya establecido en el cuerpo del presente acuerdo, pues como ya se puntualizó, tanto en la Ley Mercantil que rige el procedimiento de origen, como la ley orgánica referida, contemplan la elaboración de una acta en el lugar en que se efectúen las diligencias, por lo tanto, al ser una consecuencia de la cédula que se entrega a los justiciables, debe contener la misma fecha y hora en la que fue entregada, pues tanto la cédula como el acta emanan de la misma actuación, por lo tanto deben de ser coincidentes en los datos que en ellas se asienten.

Consecuentemente, con motivo de los razonamientos expuestos en el presente considerando, quienes resuelven el presente procedimiento determinan no tomar en cuenta los argumentos esgrimidos por la actuaria, toda vez que los mismos se encuentran desvirtuados por los medios de prueba que fueron descritos y valorados en el considerando anterior de este acuerdo.

Apoya al anterior razonamiento la tesis aislada emitida por los Tribunales Colegiados de Circuito, que de manera textual indica lo siguiente:

RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. SE ACTUALIZA, AUN ANTE LA INEXISTENCIA DE ALGUNA DISPOSICIÓN QUE ESPECIFIQUE, EN FORMA DE CATÁLOGO, TODAS LA CONDUCTAS REPROCHABLES. De acuerdo con los criterios sustentados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el principio de tipicidad, aplicable en materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, exige que las conductas generadoras de sanciones previstas en las leyes se encuentren descritas con conceptos claros, de manera que los juzgadores, al realizar el proceso de adecuación de la actuación a la norma, conozcan su alcance y significado, lo que, además de brindar seguridad jurídica al servidor público sobre los actos u omisiones que tiene prohibido realizar, en atención al puesto, cargo o comisión que desarrolle, impide a la autoridad sancionadora incurrir en arbitrariedad, al no ser quien define el comportamiento ilícito que se recrimina. No obstante, es innecesario que la conducta reprochable se encuentre detallada, en forma de catálogo, en una norma u ordenamiento legal, en tanto que el comportamiento negativo de los servidores públicos también puede derivar del incumplimiento de las funciones propias e inherentes al servicio encomendado, por lo cual, aunque el derecho administrativo sancionador, al igual que el derecho penal se rige, entre otros, por los principios de exacta aplicación de la ley y de tipicidad, eso no significa que la inexistencia de un dispositivo normativo que especifique cuáles son todas las actividades que a aquéllos corresponden y en qué casos, de no cumplirlas, incurren en responsabilidad administrativa, sea motivo suficiente para estimar que ésta no se actualiza, sobre todo si se tiene presente que muchas de esas funciones o comportamientos que la sociedad espera y demanda de los servidores públicos se hallan implícitas en el cargo que desarrollan; de ahí que no requieran mayor descripción.

QUINTO. Individualización de la sanción. Una vez comprobada la falta administrativa, así como la plena responsabilidad de la licenciada **********,  en la ejecución de la misma, en su actuar como ********** adscrita a la ********** unidad Torreón, Coahuila, procede ahora determinar la sanción que le corresponde.

Para tal efecto es conveniente transcribir en un primer lugar los artículos 189, 196 y 198, fracciones I y II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, que a la letra dicen:

ARTICULO  189.- Las sanciones aplicables a las faltas administrativas consis    tirán en:

I.- Apercibimiento;

II.- Amonestación;

III.- Multa;

IV.- Suspensión;

V.- Destitución del cargo; y

VI.- Inhabilitación temporal para desempeñar empleo, cargo o comisión en el servicio público.

ARTICULO 196.- Las faltas administrativas serán muy graves, graves y no graves.

Para calificar la falta e imponer la sanción correspondiente, la autoridad disciplinaria atenderá a lo previsto por el artículo 198 de esta ley y analizará los siguientes indicadores:

I. La modalidad de la falta en que se haya incurrido;

II. El grado de participación;

III. Los motivos determinantes y los medios de ejecución;

IV. La antigüedad en el servicio;

V. La reincidencia; 

VI. El monto del beneficio, daño o perjuicio económico derivados de la falta; y

VII. El grado de afectación a la administración de justicia. 

ARTÍCULO 198. Para la aplicación de las sanciones por faltas administrativas, además de lo previsto en los artículos precedentes, se observarán las reglas siguientes:

[...] II. Las faltas graves darán lugar a la suspensión, independientemente de las sanciones que correspondan conforme a otros ordenamientos aplicables.  Serán faltas graves las contenidas en las fracciones III a VII del artículo 184; II y III del artículo 185; III a V del artículo 186; I del artículo 187; y VI a VIII del artículo 188, además de las que en cada caso considere la autoridad disciplinaria, conforme a los indicadores a que se refiere el artículo 196 de esta ley; [...]

En consecuencia, procede individualizar la sanción con base en el numeral 196, fracciones I a VII, en relación con lo establecido en el artículo 198, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado. 
1. Modalidad de la falta en que incurrió. Por lo que respecta al actuar de la licenciada **********, dentro del expediente **********, relativo al juicio ejecutivo mercantil promovido por **********, en contra de **********, ********** y **********, incumplió con un deber y función propio del cargo, esto es, haber omitido asentar la diligencia actuarial la fecha y hora en la que tuvo lugar la notificación de emplazamiento a juicio de **********.
Con base en el apuntado hecho, la licenciada ********** incurrió en la falta prevista en el artículo 188, fracción XVIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, consistente en incumplir los deberes y funciones propios del cargo, es decir, omitir señalar la fecha en que tuvo lugar la diligencia de emplazamiento realizado a **********, lo que propició que se decretara la nulidad de ésta, en virtud de que la actuaria **********, no la realizó en los términos de lo previsto en los artículos 1068 Bis, 1393 y 1394 del Código de Comercio, en relación con lo establecido en los numerales 309 fracción I, 310, 311, 312 y 317 del Código Federal de Procedimientos Civiles y 153 del Código Procesal Civil del Estado de Coahuila, estos últimos ordenamientos legales como supletorios al Código de Comercio, de acuerdo al numeral 1063 de la primera legislación invocada.
2. El grado de participación. En el caso, quedó demostrado que la licenciada **********, ejecutó materialmente la conducta descrita en la falta contemplada en el artículo 188, fracción XVIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, al incumplir los deberes y funciones propios del cargo, previstos en ese y otros ordenamientos legales, tales como el Código de Comercio, Código Federal de Procedimientos Civiles y del Código Procesal Civil del Estado de Coahuila.

3. Motivo determinante de la falta y medios de ejecución.  De acuerdo con las constancias que obran dentro del sumario, se advierte que la licenciada ********** actualizó la falta prevista en el artículo 188, fracción XVIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, consistente en incumplir los deberes y funciones propios del cargo, previstos en ese y otros ordenamientos legales.
Ello es así, pues dentro del presente sumario quedó demostrado en autos que la funcionaria judicial fue omisa en señalar en el acta de la diligencia de emplazamiento a **********, la fecha en la que tuvo lugar, lo que propició que se decretará la nulidad de ésta, pues de acuerdo a lo ya mencionado, la actuaria no la realizó en los términos de lo previsto en el Código de Comercio, Código Federal de Procedimientos Civiles  y Código Procesal Civil del Estado de Coahuila.
4. La antigüedad en el servicio. De conformidad con el expediente personal de la servidora judicial que obra en los archivos de la Oficialía Mayor del Poder Judicial del Estado, la antigüedad es de más de dieciocho años, en virtud de que ingresó al Poder Judicial del Estado el 16 de febrero de 2002. De lo que se infiere, en sana crítica, que cuenta con conocimientos jurídicos suficientes, y amplia comprensión de la relevancia de la función de un servidor público, pues ello se advierte así, por tratarse de una funcionaria que ha desempeñado el cargo de actuaria por poco más de dieciocho años.
Asimismo, la antigüedad en el cargo revela que cuenta con los conocimientos suficientes que rigen la materia, y que conoce las consecuencias que apareja conducirse con incumplimiento de los deberes y funciones propios del cargo. 
5. La reincidencia. De conformidad con la hoja de servicios de la funcionaria judicial, que se lleva en la Oficialía Mayor del Poder Judicial del Estado, no se advierten anotaciones de que a la licenciada ********** se le hayan levantado actas o procedimientos administrativos, por lo que este indicador no se actualiza en el asunto que se ventila ante esta autoridad disciplinaria.
7. El monto del beneficio, daño o perjuicio económico derivado de la falta. De las circunstancias en que la autoridad responsable incurrió en la falta administrativa precisada, no se advierte que la licenciada ********** haya obtenido algún beneficio, o causado daño o perjuicio económico derivado de la falta en que incurrió. 

8. El grado de afectación a la administración de justicia. De acuerdo con la falta administrativa prevista en el artículo 188, fracción XVIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, consistente en incumplir los deberes y funciones propios del cargo, previstos en ese y otros ordenamientos legales, esto es, omitir dirigir la marcha ininterrumpida y ordenada del proceso demerita el buen funcionamiento de la administración de la justicia, en virtud de que la actuación de la autoridad responsable no se apegó al principio de legalidad que debe observar en el desempeño de su función, ya que la sociedad está interesada y demanda o exige que las funciones del Estado, concretizadas en la actuación de cada uno de los servidores públicos que lo conforman, se ejerzan por personas que presten un eficiente servicio público, con observancia a la ley, pues de lo contrario se correría el riesgo de afectación para los gobernados y las instituciones, toda vez que la función realizada por los mencionados funcionarios responde a intereses superiores de carácter público.

De ahí que, se acentúe la responsabilidad administrativa en la cual incurrió la licenciada **********, pues es una conducta que no se espera de una autoridad y, sí por el contrario, se demanda que en todo momento actúen con eficiencia. Por lo tanto, se concluye que el grado de afectación para la administración de la justicia se coloca en grave.
Ahora bien, una vez analizados en conjunto los citados indicadores, establecidos en el artículo 196 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, se procede a fijar la sanción aplicable, en términos del diverso artículo 189, del ordenamiento orgánico en cita, el cual prevé que las sanciones por la comisión de faltas administrativas, consistirán en: I. Apercibimiento; II. Amonestación; III. Multa; IV. Suspensión; V. Destitución del cargo; y VI. Inhabilitación temporal para desempeñar empleo, cargo o comisión en el servicio público.

En ese contexto, respecto a la falta prevista en el artículo 188, fracción XVIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, consistente en incumplir los deberes y funciones propios del cargo, previstos en ese y otros ordenamientos legales, esto es, en virtud de que en diligencia actuarial  concerniente a la emplazamiento realizado a **********, fue omisa en señalar la fecha en que tuvo lugar la diligencia, lo que propició que se decretara la nulidad de ésta.

Por ende,  se obtiene como circunstancias que le perjudican a la licenciada ********** que la modalidad de la falta en que incurrió no es  grave; que el grado de su participación no es grave, aún y cuando ejecutó materialmente la conducta que prevé la falta en estudio; no contó con motivos que la determinaran a cometer la falta; su antigüedad de poco más de dieciocho años en el Poder Judicial del Estado, y de que con su actuar se afectó gravemente la administración de justicia; elementos los anteriores los cuales inciden en la graduación de la falta y de la conducta culpable del hecho. 

Por otra parte, hay indicadores que benefician a la funcionaria judicial, consistentes en que no se encuentra en el supuesto de reincidencia, y que no obtuvo beneficio, ni causó daño o perjuicio económico derivado de la falta, indicadores que atenúan su responsabilidad.

Ahora bien, la confrontación entre los indicadores que benefician y los que perjudican al funcionario judicial, conduce a establecer la sanción que corresponda imponer en el caso concreto. Además, debe considerarse el contenido del artículo 198, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, que expresamente establece que las faltas no graves, como la de la especie, darán lugar a imponer como sanción apercibimiento o amonestación, a criterio de la autoridad disciplinaria, conforme a los indicadores a que se refiere el artículo 196 de la citada ley orgánica.  Entendiéndose por apercibimiento la prevención verbal o escrita que se haga a la servidora pública, en el sentido de que de incurrir en nueva falta, se le aplicarán una o más de las sanciones previstas en el artículo 189 de la multicitada ley, según el caso, y por amonestación, la reprensión que se haga a la infractora, por la falta cometida.
En este orden de ideas, se advierte que el grado de culpabilidad de la servidora pública señalada como responsable, se coloca en un término ligeramente inferior al término medio de la sanción, por lo que se estima justo y proporcional imponer a la licenciada **********, un apercibimiento, consistente en la prevención verbal o escrita que se haga a la servidora pública, en el sentido de que de incurrir en nueva falta, se le aplicarán una o más de las sanciones previstas en el artículo 189 de la multicitada ley, según el caso.
Por otra parte, es importante destacar que la sanción impuesta a la servidora pública judicial, es el resultado de un procedimiento llevado con apego al marco constitucional y convencional, por lo que con ella, no se vulneran los derechos humanos de la servidora pública, acorde con los razonamientos siguientes: 
Por un lado, dicha sanción es el resultado de un procedimiento en el que se le otorgó a la licenciada ********** el derecho de ser oída en su defensa, con las debidas garantías y en un plazo razonable, por la instancia competente, independiente e imparcial; se le siguió un procedimiento establecido con anterioridad en la ley; fue debidamente citada, con la anticipación necesaria; se le dieron a conocer previamente las conductas irregulares y las causas probables de responsabilidad administrativa que se le atribuían; se le concedió el tiempo y los medios adecuados para la preparación de su defensa; rindió informe en el que alegó lo que estimó conveniente a sus intereses; ofreció pruebas en su descargo, las que fueron analizadas y valoradas en esta resolución.

De la misma manera, la sanción impuesta deberá ejecutarse mediante la notificación personal de esta resolución a la licenciada **********, en su centro de trabajo; para tal efecto, deberá enviarse oficio al Magistrado del Segundo Tribunal Distrital del Estado, con copia certificada de esta resolución, a efecto de que gire las instrucciones pertinentes al actuario de su adscripción. 

SEXTO. Efectos administrativos. De conformidad con lo establecido en el artículo 197 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, remítase copia certificada de la presente resolución a la Oficialía Mayor del Poder Judicial del Estado, para que anote en la hoja de servicios de la referida funcionaria judicial la sanción impuesta, así como para los efectos administrativos derivados de la imposición de la misma, hecho lo anterior, lo comunique vía oficio a la Secretaría de Acuerdo y Trámite del Consejo de la Judicatura para debida constancia. 
Por lo expuesto y fundado, este Consejo de la Judicatura del Estado de Coahuila de Zaragoza,  emite el siguiente:
R E S U E L V E:
PRIMERO. Se declara demostrada plenamente la responsabilidad de la licenciada **********, en su actuar como ********** adscrita a *** del Distrito Judicial de **********, con residencia en la ciudad del mismo nombre de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO. Se impone a ***** un apercibimiento, el cual consistirá en la prevención verbal o escrita que se haga a la servidora pública, en el sentido de que de incurrir en nueva falta, se le aplicarán una o más de las sanciones previstas en el artículo 189 de la multicitada ley, según el caso.
TERCERO. Comuníquese esta resolución a la Oficialía Mayor del Poder Judicial del Estado, a efecto de que anote la sanción impuesta a la licenciada **********, en su hoja de servicios, hecho lo anterior, lo comunique vía oficio a la Secretaría de Acuerdo y Trámite del Consejo de la Judicatura para debida constancia.
CUARTO. Se instruye a la Secretaría de Acuerdo y Trámite para que traslade copia certificada del presente acuerdo al acta de sesión relativa, y anexe el original al expediente del que formará parte.
Notifíquese personalmente; al efecto, se ordena librar oficio dirigido al Magistrado del Segundo  Tribunal Distrital del Estado, con copia certificada de esta resolución, a fin de que en auxilio de este órgano colegiado, instruya al actuario del órgano jurisdiccional de su adscripción, notifique personalmente esta resolución a la funcionaria pública judicial, en su centro de trabajo, y ejecute la sanción impuesta a la licenciada ********** y, una vez realizado lo anterior, devuelva las constancias concernientes a su cumplimiento.
Notifíquese de igual forma a los defensores de la funcionaria.
Así lo acordaron y firmaron los miembros integrantes del Consejo de la Judicatura que estuvieron presentes en sesión celebrada el día veintinueve de septiembre de dos mil veinte, por ante la Secretaria de Acuerdo y Trámite que autoriza y da fe.
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